
95

X
V Jornadas de H

istoria en Llerena

LOS ESCLAVOS DEL REY Y LA INQUISICIÓN

THE SLAVES OF THE KING AND THE INQUISITION

Ángel Hernández Sobrino
ahsobrino@gmail.com

María Silvestre Madrid
maria.silvestre@uclm.es

Emiliano Almansa Rodríguez
emiliano.almansa@uclm.es

Escuela de Ingeniería Minera e Industrial de Almadén
Universidad de Castilla-La Mancha

RESUMEN: Los esclavos del rey, un conjunto heterogéneo de forzados y 
esclavos al servicio de la Corona, también sufrieron la persecución de la Inqui-
sición en la Edad Moderna. En los siglos XVI y XVII la condena más frecuente 
de los esclavos del rey fue el remo en las galeras del Mediterráneo, mientras 
que una pequeña parte era enviada a las minas de azogue de Almadén o a los 
presidios africanos. A mediados del XVIII la flota de galeras fue suprimida, 
convirtiéndose entonces en el destino más frecuente de los sentenciados los 
arsenales militares recién creados y manteniéndose como condena las minas de 
Almadén y los presidios de África. Sometidos a duros trabajos y difíciles condi-
ciones de vida, estos hombres, a veces por desesperación y otras por intentar 
cambiar su mala fortuna, cometieron delitos contra la fe, por lo que fueron 
encausados por el Santo Oficio.

ABSTRACT: The slaves of the king, a heterogeneous set of forced and slaves 
in the service of the Crown, also suffered the persecution of the Inquisition in 
the Modern Age. In the sixteenth and seventeenth centuries the most frequent 
condemnation of the king’s slaves was rowing in the galleys of the Mediterra-
nean sea, while a small portion was sent to the quicksilver mines of Almaden or 
African prisons. A mid-eighteenth the galley fleet was suppressed, then became 
the newly created military arsenals most frequent destination of remaining a 
condemns sentenced and Almaden mines and the prisons of Africa. Subjected 
to hard labor and harsh living conditions, these men, sometimes despair and 
others to reverse his bad luck, committed crimes against the faith, so they were 
indicted by the Holy Office.
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I. INTRODUCCIÓN

Se conoce con el nombre de esclavos del rey a un conjunto heterogéneo 
de presidiarios y esclavos al servicio de la Corona durante la Edad Moderna. 
Los primeros correspondían a los condenados por los distintos tribunales del 
Reino a penas que oscilaban por lo general entre dos y diez años. Al comen-

zar la Edad Moderna, se puso en práctica en España y en otros países del occidente 
de Europa la penalidad utilitaria. De este modo, aunque los castigos corporales no 
desaparecieron por completo, los más frecuentes fueron los trabajos forzados. Con 
la llegada al poder del emperador Carlos, el derecho penal en nuestro país empezó 
a verse como un instrumento al servicio del Estado. La pragmática de Carlos I, 31 
de enero de 1530, auspició la conmutación de las penas legales contra asesinos, 
ladrones y rufianes por el remo en las galeras y tres décadas después por el traba-
jo en las minas de Almadén. Ya con la dinastía borbónica, se incorporaron a estos 
destinos los arsenales militares y los presidios africanos.

Fig. 1: Plano de situación de los 
arsenales militares, los presidios 
africanos y las minas de Almadén.
Fuente: elaboración propia, 2014

Además de presidiarios sentenciados por graves delitos, las galeras también se 
sirvieron de esclavos para el remo, y ya en una crónica de viajes de 1573 se dice 
que la mitad de los remeros eran esclavos y la otra mitad presidiarios condenados 
por la Justicia al remo. El comercio de esclavos venía siendo admitido por la doctri-
na católica desde la Edad Media y durante la Edad Moderna se mantuvo un criterio 
parecido entre teólogos y moralistas. La mayoría de los esclavos que pertenecían a 
la Corona fueron cautivos turcos y berberiscos capturados en las batallas navales 
del Mediterráneo, pero algunos otros fueron comprados ex profeso, como es el caso 
de las minas de Almadén. Otros varios fueron cedidos por sus dueños a la Corona 
para siempre o por un período de tiempo determinado, castigados así por su mal 
comportamiento o por haber intentado huir, de modo que suponían nuevos brazos 
para el remo o la mina. Los esclavos castigados “a escarmienta”, una vez que se 
cumplía el período de castigo, eran devueltos a sus dueños, salvo indicación en 
contrario.

También en Guadalcanal hubo esclavos trabajando en sus minas de plata al no 
haber suficientes operarios que quisieran ejercer de mineros. En 1560 se compra-
ron en Zafra 100 esclavos, 86 hombres y 14 mujeres, que costaron un total de 
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2.700.000 maravedíes. De ellos, en 1564 ya quedaban solo 60 varones y 9 muje-
res, pues el resto había muerto o huido; y en 1575, cuando se iban a abandonar las 
minas por falta de rentabilidad, ya había solo 19, los cuales fueron trasladados a las 
minas de azogue de Almadén. No consta la intervención de la Inquisición en ningún 
caso en las minas de Guadalcanal, lo que parece lógico teniendo en cuenta que 
estos esclavos procedían del golfo de Guinea y zonas cercanas, donde eran captu-
rados por traficantes portugueses y luego vendidos en Extremadura vía Portugal. 
Bien diferente eran los esclavos turcos y berberiscos de religión mahometana, de-
nunciados en varias ocasiones ante la Inquisición como veremos posteriormente.

II. LAS MINAS DE AZOGUE

Situado al suroeste de la provincia de Ciudad Real, en el límite con Extremadura 
y Andalucía, Almadén constituyó durante la Edad Moderna uno de los pilares bási-
cos de la economía imperial española. De sus minas se extraía el azogue, un metal 
imprescindible para la obtención de plata de los minerales de baja ley. Cuando se 
descubrió el procedimiento de la amalgamación en la América Colonial, las minas 
de Almadén se convirtieron en un gran establecimiento minero-metalúrgico, pues 
dicho en pocas palabras, cuanto más azogue se enviaba a México y Perú, más plata 
llegaba a la metrópoli. Como no había suficiente mano de obra libre dispuesta a 
trabajar en las minas, hubo de recurrirse a la forzada; y es que no había forasteros 
que quisieran venir a trabajar a Almadén, pues sabían del peligro que corrían en 
las labores subterráneas. Como el vapor de mercurio causaba estragos en la salud 
de los mineros, los trabajadores disponibles preferían dedicarse a la agricultura y 
ganadería.

Fig. 2: Vista general de Almadén y sus minas. Fuente: foto Domingo, 2008

Los primeros forzados y esclavos llegaron a Almadén para trabajar en las minas 
de azogue en la década de 1560, cuando aquellas se encontraban arrendadas a 
los Fugger o Fúcares, banqueros alemanes que habían ayudado a Carlos I para ser 
coronado emperador. Al principio fueron solo unas pocas decenas, que llegaron a 
convertirse en más de dos centenares y medio a mediados del XVIII1. Como las 

	 1	 HERNÁNDEZ, A. Los esclavos del rey. Los forzados de Su Majestad en las minas de Almadén (1580-1800), Ciudad 
Real, Fundación Almadén, 2010, pp. 225-337.
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galeras del Mediterráneo tenían prioridad, los Fugger nunca consiguieron que se 
destinaran a Almadén suficientes presidiarios para trabajar en las minas, por lo que 
hubieron de recurrir a la compra de esclavos. Cuando Almadén volvió a manos de la 
Corona en 1645, los nuevos administradores españoles nombrados por el Consejo 
de Hacienda tampoco consiguieron bastantes forzados e incrementaron la adquisi-
ción de esclavos.

Los datos de Julián Prior2 indican que en 1666 había en las minas 48 forzados 
y 34 esclavos, mientras que dos años después eran 47 los forzados y 53 los escla-
vos. En cuanto a su precio, los esclavos costaban por entonces entre 500 y 1.110 
reales, dependiendo de su edad y robustez. Once de ellos se fugaron de la cárcel 
en el período que va desde 1648 a 1666; ninguno de los huidos fue aprehendido, 
pero uno fue encontrado muerto a unos 30 km. de Almadén y otro se entregó vo-
luntariamente3.

Fig. 3: Labores subterráneas 
de las minas de Almadén. 
Fuente: foto Domingo, 2006.

A comienzos del XVIII continuaban escaseando los forzados, por lo que el nuevo 
superintendente de las minas, D. Miguel de Unda, solicitó comprar más esclavos. 
El 9 de febrero de 1697, cuando Unda tomó posesión de su cargo, había en la Real 
cárcel 27 forzados y 28 esclavos, y en el período transcurrido desde 1697 hasta 
1704 se sentenciaron a las minas de azogue 148 forzados más y se compraron 132 
nuevos esclavos. Aunque estas cantidades parecen elevadas, no lo son, puesto que 
en dicho período de tiempo fallecieron nada menos que 97 forzados y 117 esclavos, 
lo que indica a las claras las terribles condiciones de vida y trabajo a que estaban 
sometidos. Como además 40 forzados obtuvieron la libertad por cumplimiento de 
su condena, la falta de mano de obra continuó4.

Pese a que la dureza de los trabajos recomendaba que los esclavos no trabaja-
ran más de diez años en las minas y que pasado este tiempo se le diese la libertad, 
parece que no se tuvo en cuenta. El único caso encontrado es el de Antonio García 
al que el superintendente Unda le otorgó la libertad el 21 de enero de 1703, “en 
atención a aber servido en estas minas casi treinta años con entera satisfacion”5. 
Parece un acto de justicia, pero resulta que “esta el dicho esclavo muy enfermo 

	 2	 PRIOR, J. La pena de minas: los forzados de Almadén, 1646-1699, Ciudad Real, Fundación Almadén, 2006, p. 43.
	 3	 ARCHIVO HISTÓRICO NACIONAL (AHN), Fondos Contemporáneos-Minas de Almadén, lg. 1.556: De los 

forzados y esclavos que han hecho fuga desde 8 de noviembre de 1648 a 2 de septiembre de 1666.
	 4	 Ibídem, Copia del pliego de los forzados y esclavos que había cuando entró en esta el Sr. D. Miguel de Unda y 

de los que después acá se han remitido…, Almadén, 19 de mayo de 1704.
	 5	 Ibíd.
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y con setenta años de hedad”6. Liberar a un esclavo en estas condiciones era una 
condena a muerte, mas así la Real Hacienda se ahorraba su coste que ascendía por 
entonces a 1,67 reales diarios7.

Fig. 4: Esclavos transportando 
mineral. Fuente: Jaime S. 
Calleja, 2007.

Los esclavos del rey trabajaban en la mina a diario, salvo domingos y fiestas 
de guardar, y realizaban las tareas más duras que había, como era el desagüe y la 
extracción de mineral. Además se procuraba que estuvieran siempre a la vista de 
los capataces, pues se les acusaba de intentar quemar la mina a propósito para 
no tener que trabajar. Los días de precepto iban a oír misa a la parroquia, lo que 
algunos aprovecharon para escapar; por ello se construyó una capilla en la cárcel, 
lo que sirvió también para que pudieran oír misa los forzados y esclavos enfer-
mos. Además, los que eran cristianos, también tenían que cumplir con el precepto 
pascual, de modo que al menos una vez al año tenían que confesar y comulgar. 
En los arsenales militares ocurría algo similar y solo estaban exentos de ir a misa 
domingos y festivos los que tiraban de las bombas de agua en las dársenas donde 
se carenaban los barcos, pues tanto en la mina como en los arsenales el desagüe 
era fundamental.

III. LA INQUISICIÓN EN ALMADÉN

Buena parte de los esclavos de Almadén eran moros y berberiscos de confesión 
musulmana. Unos llegaban a las minas ya bautizados y convertidos al cristianis-
mo, algún otro fue bautizado en Almadén, pero bastantes prefirieron seguir siendo 
musulmanes. Era habitual que a lo largo de su vida hubieran pasado por distintos 
dueños, de modo que había abundantes equívocos y engaños, dándose casos de 
esclavos musulmanes que se hacían pasar por cristianos para conseguir mejores 
condiciones de vida, pero que secretamente seguían profesando la fe musulmana. 
Algunos de ellos acababan confesando su mentira, lo que daba lugar a la interven-
ción del Santo Oficio. Este fue, por ejemplo, el caso de Solimán, un esclavo moro 
procesado por el tribunal de la Santa Inquisición de Toledo en los años 1668-16698.

El 1 de marzo de 1668, Matías de la Barca, alcaide de la Real Cárcel de Forzados 
y Esclavos, dio noticia al superintendente de las minas de que uno de los esclavos 

	 6	 Ib.
	 7	 Ib.
	 8	 AHN, Inquisición, lg. 197, exp. 14: causa contra Solimán, alias Francisco de la Candelaria, años 1668-1669.
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llamado Solimán y por otro nombre Francisco de la Candelaria, había vivido como 
cristiano el tiempo que había pasado preso en la cárcel de Sevilla, y que había con-
fesado y comulgado en ella. Destinado a las minas de Almadén, a su llegada afirmó 
llamarse Solimán y vivió como moro, negándose a oír misa y demás obligaciones 
cristianas.

Fig. 5: Celdas de castigo de la 
Real cárcel de forzados y esclavos 
de Almadén.
Fuente: foto Domingo, 2009

La maquinaria de la Inquisición se puso en marcha y se ordenó recargar inme-
diatamente de cadenas al reo y meterlo en una celda de castigo mientras se efec-
tuaban las correspondientes indagaciones. Desde la cárcel de Sevilla informaron 
que efectivamente Solimán se fingió cristiano, que se hacía llamar Francisco de la 
Candelaria y que recibió los sacramentos de la confesión y la comunión. Cuando 
Solimán fue interrogado por los inquisidores, afirmó que lo hizo porque no tenía 
amo ninguno y no había quien le socorriese, y que tenía miedo que lo tomaran por 
moro y lo hicieran esclavo, como así sucedió al fin, y por ello vino a dar con sus 
huesos a Almadén.

Los miembros del Santo Tribunal dudaban entre condenar con graves penas el 
delito de apostasía de Solimán o aplicar una condena más leve con equidad y mi-
sericordia. El 11 de enero de 1669, por dos votos contra uno, se impuso la pena a 
Solimán de salir de penitente en un auto público de fe, donde se leería la sentencia 
y sería gravemente reprendido, advertido y conminado; al día siguiente se le darían 
cien azotes por las calles públicas de Toledo por la irrisión que hizo de los sacra-
mentos de la confesión y comunión en la cárcel de Sevilla y después sería devuelto 
a la cárcel de las minas de Almadén, donde si persiguiere con su intención de ser 
cristiano, se le instruiría en los dogmas de la santa fe católica y se le bautizaría.

En 1697 hubo un caso parecido contra el esclavo Hazman9, que afirmaba ser de 
origen moro, pero bautizado con el nombre cristiano de Juan Bautista. En la capilla 
de la Real Cárcel de Almadén confesaba y comulgaba todas las cuaresmas como 
los forzados cristianos. Cuando la Inquisición tomó cartas en el asunto, Hazman 
reconoció ser musulmán de corazón, que era natural de Fez, que había sido ven-
dido como esclavo a la edad de 9 años y que había vivido en varias ciudades de 
España, entre ellas Llerena10. Reconoció que después de comulgar, “se sacaba de la 

	 9	 Ibídem, lg. 193, exp. 3: causa contra Hazman, alias Juan Bautista, 1697-1698.
	 10	 BENÍTEZ, R. “Esclavo del rey en las minas de Almadén: el fatal destino de Juan Bautista, alias Hazman (1667-

1711)”, Estudio, vol. 37, 2011, pp. 179-198.
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boca el Santísimo Sacramento, que escupía y se limpiaba la lengua”. Tras nuevos 
interrogatorios confesó la verdad: su madre es una morisca llamada Isabel y él fue 
bautizado en Villacarrillo (Jaén). Como se arrepintió de haber mentido al inquisidor 
de Almadén y se retractó de su falsa confesión, el Santo Oficio decidió suspender 
la causa el 9 de mayo de 1698 y ordenó que se le reprendiera, “dado que su áni-
mo solo fue huir de la pena a que está condenado en dichas minas, fingiendo no 
estar bautizado y ser africano de nacimiento sin haber proferido proposiciones ni 
blasfemias algunas por las cuales se le pueda imponer más pena que la que está 
padeciendo”.

La Inquisición envió durante el siglo XVIII algunos reos a cumplir su condena 
a las minas de Almadén. Tal es el caso de Juan Jacinto Soriano, quien estuvo de 
forzado en la Real Cárcel entre 1737 y 174011. También Rafael Núñez, vecino de 
Ciudad Rodrigo, quien fue sentenciado a cinco años de servicio en las minas de 
azogue, donde empezó a servir en 1742 y murió en 174412. Igualmente Francisco 
García, quien fue condenado a cinco años en 1746 y que cumplidos estos no fuera 
puesto en libertad, sino que se devolviera al tribunal del Santo Oficio de Valladolid 
para que terminara de cumplir su condena; murió en la Real cárcel en 174713. Otro 
caso es el de Francisco Manuel Tejero, sentenciado a diez años por el tribunal de la 
Inquisición de Cuenca en 174814, pero también falleció en la enfermería de la cárcel 
en 1750, probablemente de paludismo15.

Fig. 6: Muertes producidas por 
paludismo en la Real cárcel de 
Almadén a mediados del XVIII. 
Fuente: Ángel Hernández, 2010

En la segunda mitad del XVIII continuaron llegando a la Real cárcel reos de la 
Inquisición. Bernardo Bentejo, natural de Las Alpujarras, había sido condenado a 
seis años de minas por la Real Chancillería de Granada; aunque cuando comenzó a 
servir en 1750, la epidemia de paludismo se hallaba en pleno apogeo, se libró de 
ella y fue liberado en 1756 tras cumplir su condena16. Ginés Antonio Ramírez, natu-
ral de Almería, había llegado a la Real Cárcel el 14 de marzo de 1750, sentenciado 
a diez años de minas y con retención, es decir, que al final de su condena no debía 
ser puesto en libertad sin consultar antes con el tribunal que le sentenció, en este 
caso el Santo Oficio de Sevilla. Ginés Antonio se había fingido turco y se hacía lla-

	 11	 AHN, Fondos Contemporáneos, Minas Almadén, lg. 824, caja 1.
	 12	 Ibídem.
	 13	 Ibíd.
	 14	 Ib.
	 15	 A mediados del XVIII hubo diversos episodios de paludismo en Almadén, que no solo diezmaron el número de 

forzados y esclavos, sino que la enfermedad se extendió al resto de la población, llegando a perecer más de 300 
personas en 1751.

	 16	 AHN, Fondos Contemporáneos, Minas Almadén, lg. 1.588, caja 3.
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mar Laris Benamar, siendo en realidad cristiano. Después de rebautizarse, se hizo 
pasar por turco de nuevo, además de cometer otros varios embustes y estafas. No 
llegó a cumplir su condena porque el superintendente Villegas le fulminó con una 
nueva causa, ya que insultó al cáliz con la sangre de Cristo durante la misa, así 
que el 21 de julio de 1754 fue conducido a Toledo a disposición del Santo Oficio17. 
En esa época ya se había corrido la voz de que en las cárceles de la Inquisición se 
vivía mejor, de modo que cometer un sacrilegio era una astuta manera de librarse 
del duro trabajo minero.

Pedro Joseph Hurtado, natural de Jerez de la Frontera, había sido sentenciado 
por el mismo tribunal y a idéntica pena. Su delito era la bigamia, que al igual que 
la sodomía, era juzgada a veces por el Santo Oficio, aunque bien es cierto que 
en otras ocasiones era enjuiciada también por diversas instancias de la justicia 
civil o militar. Pedro ingresó en la Real cárcel el 20 de marzo de 1750 y falleció 
en la misma el 11 de mayo de 1760 sin llegar a recuperar la libertad, pues había 
participado en una quimera y, además, se hallaba indiciado en la muerte de otro 
forzado18. Joseph Cerón, natural de León, fue sentenciado a diez años y destierro 
por el tribunal de la Inquisición de Valladolid. Condenado por blasfemia, injurias a 
las imágenes de Jesús y a la Sagrada Forma, y sacrilegio, llegó a la Real cárcel el 
2 de enero de 1755 y tal como indicaba su sentencia, fue devuelto a la cárcel de 
Valladolid a los cinco años para terminar de purgar allí su castigo19.

Los dos últimos casos que he encontrado son los de Francisco Roubert, natural 
de Bretaña, y Joseph de Muelas, vecino de Cuenca. El primero fue sentenciado 
a ocho años de minas por el Santo Tribunal de Valladolid por celebrar el Santo 
Sacrificio de la Misa sin estar ordenado sacerdote. Empezó a cumplir su condena 
en 1759 y adquirió la libertad en 176720. Joseph de Muelas había sido sentenciado 
por el Santo Oficio de Cuenca a diez años de destierro de su ciudad, de los que los 
ocho primeros debía cumplir en las minas de azogue. Empezó su condena en 1757 
y fue liberado en 176521. 

Fig. 7: Camino que seguían los reos 
extremeños condenados a Almadén. 
Fuente: Javier Vinagre, 2010

	 17	 Ibídem.
	 18	 Ibíd.
	 19	 Ib., lg. 1.688, caja 3.
	 20	 Ib.
	 21	 Ibíd.
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A partir de estos años disminuyó la mano de obra forzada en las minas de Almadén 
por dos motivos: los arsenales militares tenían prioridad y empezaba a haber cada 
vez más forasteros que deseaban trabajar en las minas, aunque ser minero en 
Almadén era un oficio arriesgado. En el último tercio del XVIII, la mayor parte de 
los condenados a las minas de azogue procedía de zonas cercanas a Almadén, las 
tres cuartas partes de Extremadura, y con sentencias que no superaban los dos 
años. La Real cárcel de forzados y esclavos fue clausurada por Real Orden de 8 de 
agosto de 1800.

IV. LA INQUISICIÓN EN LOS ARSENALES MILITARES

A partir de mediados del XVIII muchos forzados y esclavos fueron destinados 
a los arsenales militares de La Carraca (Cádiz), El Ferrol y Cartagena. La firma del 
tratado de Aquisgrán en 1748 permitió a la Corona de España desviar los recursos 
financieros a las obras civiles en lugar de emplearlos en costosas campañas de 
guerra. Es entonces cuando el marqués de la Ensenada propone a Fernando VI la 
construcción de los tres grandes arsenales citados con anterioridad. La decisión de 
la Corona de incrementar la construcción naval brindó la oportunidad de destinar 
miles de presidiarios a los arsenales, donde se necesitaba mucha mano de obra y 
si era barata, mucho mejor. Algunos de ellos también fueron sentenciados por la 
Inquisición por diversos delitos contra la fe católica, apostólica y romana.

Fig. 8: Forzados tirando de bombas 
de agua en el dique de un arsenal. 
Fuente: Jaime S. Calleja, 2007

El 12 de julio de 1772, Vicente Angulo fue condenado de por vida a las bombas 
del arsenal de Cartagena porque siendo soldado en Orán, “desertó al campo del 
moro”22. Como en el reconocimiento médico a su llegada al arsenal fue declarado 
inútil para este trabajo, se le envió al cuartel de presidiarios para desempeñar otras 
labores, como deshacer estopa. El 8 de junio de 1773 fue entregado al alguacil 
mayor del Santo Oficio de la Inquisición de Murcia por sacrílego, pues se extrajo la 
Sagrada Forma de la boca al comulgar. El 15 de diciembre fue devuelto por el tri-
bunal de la Inquisición al arsenal, condenado a otra cadena perpetua. Catorce años 
después, el 2 de noviembre de 1787, el inquisidor general solicitó al capitán general 

	 22	  Archivo General de la Marina (AGM), Presidios, lg. 7.480.
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de Cartagena su puesta en libertad, eso sí, si no se hallaba recargado por algún 
otro delito. Se le concedió el indulto después de estar preso quince años y medio.

En la mañana del 9 de julio de 1786 se iba a celebrar un auto público de fe en la 
iglesia del arsenal de La Carraca, por lo que se permitió la entrada al recinto militar 
al ministro del Santo Oficio de Cádiz y a varios acompañantes suyos23. Después del 
introito de la misa, se leerían al reo (su datos no figuran en el expediente, pero es 
un presidiario del arsenal) los méritos de su causa y su sentencia. Tras hacer aquel 
la abjuración, se le absolvería de la censura y reprenderían sus excesos. Oída la 
misa y concluido el auto de fe, se pondría al reo en sitio seguro. Al día siguiente se 
ejecutaría el castigo, que consistía en ser sacado a la vergüenza pública y paseado 
por dicho arsenal acompañado de los ministros del Santo Oficio.

Fig. 9: Penal de las Cuatro Torres en el 
arsenal de La Carraca. Fuente: anónima.

Este tipo de sentencias enervaba a los mandos de los arsenales, que reclamaban 
a la Inquisición condenas más duras para los sacrílegos. Este es el caso de José 
González, un marinero de la Armada sentenciado a tres años de presidio por el 
capitán general de la Armada, a causa de la deserción que cometió del navío Miño. 
Cando se encontraba cumpliendo su condena en el arsenal, “comete un desacato 
con la Sagrada Forma”, por lo que intervino el comisario del Santo Oficio. Ante la 
extrañeza del comandante del arsenal, el inquisidor dirigió el 16 de septiembre de 
1786 una carta a D. Antonio Valdés, ministro de Marina, en la que entre otras cosas 
decía: “he tocado por mí mismo la opresión demasiada en que se encuentran algu-
nos desterrados, sin que a mi entender los delitos de una deserción simple hubieran 
de sufrir igual suerte que la de un criminal de otro género de excesos; esto tal vez 
exaspera el ánimo más resignado y suele romper en una determinación desespera-
da a cometer, ya fuera de sí, el sacrilegio y el homicidio, de que tenemos dos casos 
en este arsenal, sin mucha distancia uno de otro”24. Al final de la misiva, el comisa-
rio del Santo Oficio solicitaba al ministro el indulto de José para que pudiera atender 
a su pobre y crecida familia, que se encontraba en el estado más deplorable.

	 23	  Ibídem, lg. 7.479: el capitán general de la Armada da cuenta de un auto y castigo ejecutado en el Arsenal de la 
Carraca por los comisionados del Santo Oficio.

	 24	 Ibíd.: opresión de los presidiarios en La Carraca. El agente del Santo Tribunal en Cádiz atribuye a ella los sacrile-
gios que se cometen en el presidio. 
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Fig. 10: San Felipe Neri, sede de 
la Inquisición en Cádiz. Fuente: 
Hauser y Menet, 1912.

Cuando D. Antonio Valdés se dirigió al comandante del arsenal, D. Pedro de 
Whinthuyren, para que le informara, este le indicó que algunos presidiarios co-
metían sacrilegio porque así eran conducidos por el Santo Oficio a la prisión de 
San Felipe Neri en Cádiz, “donde nada les falta y nadie trabaja”. En cuanto a las 
condiciones del presidio del arsenal, el comandante del mismo consideraba que no 
son crueles, sino las adecuadas y aprobadas por la superioridad para contener a los 
más de 1.100 presidiarios que hay en la actualidad. Y respecto al tal José González, 
“no es de los más mortificados con prisiones, pues solo ha estado por un ramal 
unido a otro presidiario, y al día de hoy con motivo de ser uno de los destinados en 
las lanchas de cultivo y saca de maderas, solo tiene un grillete para que así pueda 
trabajar con más utilidad del Real servicio y seguridad de su vida”.

En el arsenal de Cartagena, junio de 1788, tampoco los jefes de la Armada es-
taban de acuerdo con las sentencias que imponía la Inquisición a los sacrílegos, por 
lo que el Consejo Supremo de Guerra consultó a Su Majestad, “como Protector de 
la Religión Catholica”, si no sería mejor que se encargara la justicia militar de estos 
delitos, ya que habían sido cometidos en un recinto de la Armada25.

Fig. 11: Galera Magistral de 
la Orden de Malta, adquirida 
por España a finales del 
XVIII y bautizada como 
Concepción. Fuente: Museo 
Naval de Madrid, 2011.

	 25	 Ib., lg. 7.480, Consulta del Consejo de Guerra de dos Salas de 4 de junio de 1788.
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En este caso se trata del “presidiario de calzeta”26 Joaquín López y del forzado de 
galera27 José Canconi, el primero de los cuales había arrojado de la boca la Sagrada 
Forma en el acto de comulgar, y el segundo la había puesto en un papel, ocultán-
dola en el gorro. Joaquín López era natural de Évora y había sido sentenciado a 
diez años de arsenales por el Consejo de Guerra del Regimiento de Ultonia, con 
motivo de haber abandonado en Orán el puesto de centinela y escalado la muralla; 
José Canconi era natural de Cerdeña y había sido sentenciado por la Cámara Alta 
del Regimiento suizo de Betschart a seis carreras de baquetas por 500 hombres28 
y ocho años de galeras, por desertor, ladrón, perjuro, infame e indigno del Real 
Servicio.

El Consejo Supremo de Guerra informó a S.M. de “la repetición de estos horren-
dos delitos que se ha experimentado en aquel presidio desde el año 73; la benig-
nidad con que el Tribunal de la Inquisición ha tratado a los execrables delincuentes 
y la perjudicialísima impresión que causa en el espíritu de unos hombres tan aban-
donados el no usar en tales casos de todo el rigor que corresponde a la enormi-
dad del crimen”. Y es que el Santo Oficio de Murcia había renunciado también a 
imponer castigos físicos a sus reos, mientras que en la Armada todavía se aplicaba 
en ocasiones la pena de muerte, la mutilación y los azotes. No obstante estos ra-
zonamientos, el rey ordenó que se remitiese el proceso y la consulta del Consejo 
Supremo de Guerra al inquisidor general para que informara lo que procediera.

La Real Orden de 27 de septiembre de 1788 dejaba claro que en estos casos 
los reos debían entregarse al Santo Tribunal de la Inquisición, que sería el encar-
gado de juzgar las causas, así que cuando en marzo de 1792, un presidiario de 
La Carraca cometió sacrilegio, D. José Aragón, comisario del Santo Oficio, solicitó 
inmediatamente permiso para entrar en el recinto del arsenal29. El sacrílego era 
Pío Pañeda, quien había arrojado a larga distancia la Sagrada Forma cuando iba a 
comulgar, el cual en el mismo momento fue puesto en riguroso arresto en una jaula 
del presidio, con grillos, esposas y mordaza, y sin más alimento que pan y agua.

El último caso a destacar es el de Diego Gutiérrez, quien solicitó el 27 de marzo 
de 1796 a S.M. una plaza en los batallones de Marina o de marinero en los baje-
les30. El solicitante era hijo de D. Pedro Gutiérrez, caballero del Hábito de Santiago, 
y de Dña. Catalina Gragera, y era natural de la villa de Montijo en Extremadura. 
El tribunal del Santo Oficio de la Inquisición de Llerena le había condenado a diez 
años de presidio, de los que había cumplido ya tres. El hijo del caballero de la Orden 
de Santiago llevaba muy mal la prisión a que estaba sometido y en lugar de decir 
que se encontraba arrepentido de sus actos, se limitaba a quejarse de las condi-
ciones de su cautiverio: “la dureza de los trabajos y la opresión de las cadenas que 
ha estado sufriendo y sufre se hacen insoportables a un hombre delicado como el 
exponente, criado en las comodidades y delicadeza de una familia distinguida; ade-
más, la molestia de una dura, desaseada y miserable cama, la escasez y grosería 
rústica de los alimentos, pues se reducen a dos especies de legumbres; a estas 
penas corporales se agregan las del espíritu, y así el trato indispensable que debe 
tener el exponente con los demás presidiarios, agrestes por su crianza, idiotas por 
su falta de enseñanza, perversa educación y corrompidas costumbres, le causan un 

	 26	 Se denomina así a los presos que llevaban un grillete en el tobillo.
	 27	 Aunque las galeras del Mediterráneo se habían clausurado en 1748, se habían vuelto a restablecer en 1781.
	 28	 La carrera de baquetas era un castigo consistente en que el reo debía correr por un pasillo formado por los 

soldados, generalmente sus propios compañeros, que le infligían azotes en la espalda con sus correajes.
	 29	 AGM, Generalidad, lg. 7.468: sobre el delito del presidiario Pío Pañeda arrojando la Sagrada Forma y antecedentes 

según resolución.
	 30	 AGM, Presidios, lg. 7.486.
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disgusto tan amargo que le tienen en un continuo tormento”. No tengo datos que 
me permitan saber qué fue del señorito extremeño.

V. EPÍLOGO

A finales del XVIII, el número de esclavos del rey descendió rápidamente en los 
arsenales militares y en las minas de Almadén, aunque todavía había bastantes en 
los presidios de África y en las obras públicas. Tras la derrota de Trafalgar en 1805, 
se ordenó que no se sentenciaran más delincuentes a los arsenales militares y la 
Real cárcel de Almadén también fue clausurada en 1800. Por otro lado, ya se sentía 
en España la necesidad de realizar una reforma en la penalidad, sentimiento que 
se avivó a comienzos del XIX. Las Cortes de Cádiz abolieron la Inquisición en 1812 
por mayoría absoluta, restaurada en 1820 por Fernando VII y derogada definitiva-
mente en 1834, bajo el reinado de Isabel II. Sin embargo, liberales y absolutistas 
retrasarían la reforma del sistema penitenciario español durante décadas, de modo 
que no sería hasta el sexenio democrático (1868-1874) cuando se plantearía el 
castigo desde una visión correccional.


